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  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, dos (2) de junio de dos mil veinte (2020)
Tipo de Proceso:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL

Demandante:
ANA CECILIA BOTERO ARROYAVE quien actúa en nombre y representación legal de su hija PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO 

Demandada:

CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL - CASUR
Radicado:
     
05001 33 33 001 2015-0 01113 00

Sentencia N°          

	TEMA: SUSTITUCIÓN PENSIONAL/ ACCEDE PRETENSIONES/ ACRECIMIENTO SUSTITUCION PENSIONAL 


La señora ANA CECILIA BOTERO ARROYAVE quien actúa en nombre y representación legal de su hija PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO identificada con la cedula de ciudadanía 39.452.116 por conducto de apoderado judicial, en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LABORAL, instaura demanda en contra CAJA DE SUELDO DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL – CASUR - para que previos los trámites de rigor, en sentencia se hagan las siguientes o similares:
I. ANTECEDENTES

1. PRETENSIONES.

Solicita se Declare la nulidad de los actos administrativos contenidos en el oficio n° GTS –SDP 1792 del 22 de agosto del 2013 y oficio n° 232.14 del 5 de febrero de 2014 emitidas por la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL (CASUR), el cual no accede a realizar el acrecimiento y/o reajuste de la sustitución asignación de retiro de PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO. 

Como consecuencia de las anteriores declaraciones, a título de restablecimiento del derecho se condene a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL (CASUR), acrecer y/o reajustar la sustitución de la asignación de retiro de la demandante, adicionando los porcentajes correspondientes a las diferencias que existe entre lo que fue cancelado y lo que se le debió cancelar. 

Que el reajuste ordenado a favor del accionante, de las sumas de dinero dejadas de percibir por concepto del reajuste en la sustitución de la asignación de retiro e sumas actualizadas e indexadas 
Que se condene a la parte demandada al cumplimiento del fallo que como resultado se profiera en el presente proceso, de acuerdo con el art. 192, 194 y 195 del CPACA. 

Que se condene a la parte demanda en costas y gastos del proceso.
2. HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO A LA DEMANDA
Relata la apoderada que la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL (CASUR), mediante Resolución 3866 del 1982, reconoció al señor GALLEGO DIAZ URIEL DE JESUS (QEPD) la asignación de retiro, siendo la última unidad laborada del suboficial, fue el Departamento de Policía Antioquia.
Que mediante resolución 0527 del 1987, se reconoció sustitución de asignación mensual de retiro a la señora Ofelia Ines Román de Gallego, como conyugue supérstite y a sus hijos menores Alberto León, Uriel José y Sandra Milena Gallego y a su Hijo Mayor de edad John Jairo Gallego Román, sustitución de asignación de retiro equivalente al 83.34% del total de la prestación devengada.

Mediante resolución 2561 de 1990, se reconoce y ordena el pago de cuotas de sustitución de asignación mensual de retiro a los hijos extramatrimoniales Paula Andrea y Viviana Janeth Gallego Botero, representadas por la señora Ana Cecilia Botero Arroyave, en una cuantía equivalente al 16.66% de la prestación devengada del extinto sargento Gallego Díaz Uriel.

Posteriormente, la señora Ana Cecilia en calidad de representante legal de su hija Paula Andrea Gallego, solicito que se acreciente la sustitución de asignación de retiro hasta el 50%, ya que Paula Andrea es la única beneficiaria en calidad de hija por invalidez, y por ley indica que le corresponde 50% de la sustitución de la asignación de retiro y el otro 50% a la esposa.

Mediante oficio GTS –SDP 1792 del 22 de agosto de 2013, expedido por la caja de sueldos de retiro de la policía nacional, otorgo respuesta negativa a la petición presentada por la señora Ana Cecilia, en el sentido de no acceder al acrecimiento y reajuste de la sustitución de la asignación de retiro de la actora PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO.

Nuevamente la señora Cecilia solicita de que se acreciente la pensión hasta el 50%, ya que Paula Andrea es la única beneficiaria en calidad de hija por invalidez, y por ley indica que le corresponde 50% de la pensión y el otro 50% a la esposa.

Mediante oficio 232.14 del 5 de febrero de 2014, expedido por la caja de sueldos de retiro de la policía nacional, se dio respuesta negativa a la petición presentada por la señora Ana Cecilia, en el sentido de no acceder al acrecimiento y reajuste de la sustitución de la asignación de retiro de la actora PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO.

Aduce la apoderada que a la época se han extinguido las cuotas pensionales de los beneficiarios en calidad de hijos (Alberto, Uriel, Sandra, Jhon Jairo y Viviana).

Por lo anterior, se desaparecido el derecho para uno de los hijos dependientes del causante y su parte aumentará el porcentaje de los otros hijos beneficiarios, y sólo en la medida en que desaparezca de forma irreversible para la integridad de los hijos tal derecho, este porcentaje se transferirá al del cónyuge o compañero (a) permanente.

Informa que la hija Paula Andrea Gallego, tiene una calificación de invalidez permanente del 66.63%.

En la actualidad la prestación está distribuida de la siguiente forma el 77.43% para la señora Ofelia Inés de gallego en cálida de esposa y el restante 22.57% para paula Andrea gallego botero, en calidad de Hija.

3. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

NORMAS VIOLADAS
Constitución Nacional en sus artículos 1, 4, 13, 48 y 53

Decreto 2062 de 1984 artículos 175 y 176

Decreto 1212 de 1190 artículos 173 y 174

Decreto 4433 de 2004 artículos 11 y 40. 
En síntesis, la apoderada manifestó que la entidad demandada sustenta su negativa de no conceder los reajustes y/o acrecimiento solicitados, indicando que fueron reajustadas de conformidad con disposiciones vigentes.
Quebranta la supremacía constitucional sobre la norma legal.

La Constitución Nacional declara en su artículo primero que Colombia es un Estado Social de Derecho, lo que otorga un sentido nuevo a la integridad del orden jurídico, especialmente frente a la dignidad humana, que es uno de los valores esenciales de la organización política.
Se vulnera el derecho fundamental de Igualdad, consagrada en el artículo 13, los colombianos somos iguales ante la ley que reciben la misma protección y trato de las autoridades y gozarán a su vez de los mismos derechos. A nuestro sentir, la reafirmación del principio y derecho constitucional fundamental de igualdad ante la ley, tiene por objeto materializar en forma progresiva las condiciones sociales, económicas y culturales que reduzcan al máximo los desequilibrios existentes, en las oportunidades del desarrollo humano. Cuando la Caja General de la Policía, en el acto administrativo objeto de estudio y sustento de esta demanda, niega dicha prestación fundamental, está adoptando un tratamiento inequitativo, porque no se ajusta a los mínimos dispuestos en la Seguridad Social. 

El artículo 48 inciso 1 de la Carta Política, preceptúa que la Seguridad Social es un servicio público, dentro de las cuales está la de aplicar los principios de universalidad y solidaridad con el fin de proteger a las personas en su vida, honra y bienes. Infiere que el actor para su subsistencia requiere la sustitución de la asignación de retiro, el cual se ha visto menguado con la negativa de reconocer el acrecimiento de la pensión.

Prevé el articulo 53 la “situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho” la “garantía a la seguridad social “como principios mínimos fundamentales que, entre otros, deben integrar el estatuto del trabajo. Donde el mínimo vital se encuentra garantizado plenamente y debe concretar las garantías consagradas en las normas citadas, aplicando un criterio favorable en la interpretación de las normas que regulan el derecho demandado.

Igualmente invoca que la entidad demanda la caja de sueldos de la policía nacional (CASUR) transgrede los siguientes decretos:

Decreto 2062/1984, el cual reorganiza la carrera de oficiales y suboficiales de la policía nacional, materializando en el artículo 175 el orden de beneficiarios “a) La mitad al cónyuge sobreviviente y la otra mitad a los hijos del causante, en concurrencia éstos últimos en las proporciones de ley; (…)”. Articulo 176 extinción de pensiones, excepto para las hijas célibes, los hijos inválidos absolutos, los estudiantes hasta la edad de veinticuatro (24) años, cuando hayan dependido, económicamente del Oficial o Suboficial.

La extinción se irá decretando a partir de la fecha del hecho que la motive y por la cuota parte correspondiente “La porción del cónyuge acrecerá a la de los hijos y la de éstos entre sí, y a la del cónyuge. En los demás casos no habrá derecho a acrecimiento.”

DECRETO 1212 DE 1990, por la cual se reforma el Estatuto de personal de Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional. Artículo 173. ORDEN DE BENEFICIARIOS. Las prestaciones sociales por causa de muerte de un oficial o suboficial de la Policía Nacional en servicio o en goce de asignación de retiro o pensión se pagarán según el siguiente orden preferencial. a. La mitad al cónyuge sobreviviente y la otra mitad a los hijos del causante estos últimos en las proporciones de ley. Igualmente consagra la excepción de los hijos inválidos.

La extinción se irá decretando a partir de la fecha del hecho que la motive y por la cuota parte correspondiente.

La porción del cónyuge acrecerá a la de los hijos y la de éstos entre sí, y a la del cónyuge. En los demás casos no habrá derecho a acrecimiento.

DECRETO 4433 DE 2004, Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública. El Presidente de la República de Colombia, en desarrollo de lo dispuesto por la Ley 923 del 30 de diciembre de 2004. Artículo 11. Orden de beneficiarios de pensiones por muerte en servicio activo. Las pensiones causadas por la muerte del personal de Oficiales, Suboficiales y Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares, Oficiales, Suboficiales, miembros del Nivel Ejecutivo y Agentes de la Policía Nacional, y Alumnos de las escuelas de formación, en servicio activo, serán reconocidas y pagadas en el siguiente orden: 

11.1 La mitad al cónyuge o compañero (a) permanente sobreviviente y la otra mitad a los hijos menores de 18 años e hijos estudiantes mayores de 18 años y hasta los 25 años si dependían económicamente del causante al momento de su muerte, siempre y cuando acrediten debidamente su condición de estudiantes y a los hijos inválidos si dependían económicamente del causante.

La porción del cónyuge acrecerá a la de los hijos y la de estos entre sí y a la del cónyuge, y la de los padres entre sí y a la del cónyuge. En los demás casos no habrá lugar a acrecimiento.

Por todo lo anterior deduce que los decretos 2062/1984, 1212/1190 y 4433/2004 se están interpretando de forma ERRONEA que el beneficio de la pensión de sobrevivientes se esparce para los hijos menores de 18 o 21 años, según la norma sin que tengan para recibirla otro requerimiento distinto a ostentar tal situación de minoridad. De otro lado, respecto de los hijos mayores de 18 o 21 años, la normativa los incluye a su vez como beneficiarios de la prestación, sin que ese beneficio alcance a quienes sean ya mayores de 25 años-salvo invalidez, como es el caso en cuestión y para quienes estén en el rango de los 18 hasta los 25 años, si a la muerte del causante han sido dependientes económicos y acreditan su calidad de estudiantes, tienen derecho a percibir el porcentaje o la totalidad de la pensión de sobrevivientes, según el caso.

En materia de la prestación de sobrevivientes o sustitutiva la ley contempló la posibilidad de acrecentar los porcentajes que perciben los beneficiarios plurales de ella, en la medida en que alguno de ellos fallezca o se extinga su derecho por el cumplimiento de condiciones resolutorias, o por no cumplir con los requisitos exigidos para conservarlos. Así entonces, el porcentaje que se extinga para uno de ellos puestos en la misma situación, acrecentará en forma automática a favor de los otros del mismo grupo, y extinguido para los componentes de ese pasa a los de otro grupo –derecho de acrecer.

Es por lo anterior que, desaparecido el derecho para uno de los hijos dependientes del causante, su parte aumentará el porcentaje de los otros hijos beneficiarios, y sólo en la medida en que desaparezca de forma irreversible para la integridad de los hijos tal derecho, este porcentaje se transferirá al del cónyuge o compañero (a) permanente.

Aplicada la anterior premisa al presente evento, se tiene que la entidad demanda, la caja de sueldos de retiro de la policía nacional, hizo en forma correcta la división al principio, otorgando el 50% para conyugue y el 50% restante para los seis hijos, el problema deviene es cuando estos hijos se le extingue su derecho, la entidad de forma equivoca no acrecienta en forma correcta la sustitución de la asignación de retiro, como lo indica la norma, es decir que cada vez que se le extinguía el derecho a un hijo, CASUR le acrecentaba a los restante pero igualmente a la esposa.

Resalta que una de las características más relevantes del Estado social de derecho es la defensa de quienes por su condición de debilidad e indefensión pueden verse discriminados o afectados por acciones del Estado o de particulares. Los discapacitados tradicionalmente se han considerado sumamente vulnerables, y en consecuencia, se les ha otorgado gran protección.

Concluye, en el presente caso la actuación de la Caja de sueldos de la Policía Nacional, no sólo viola derechos legales en favor de la actora, sino que afecta, incluso, sus derechos constitucionales fundamentales, como el derecho al mínimo vital, estrechamente relacionado con el derecho a una vida digna, a la igualdad y a la autonomía.

Para el caso en particular quien es beneficiaria por invalidez, en la actualidad es la única que tiene la calidad de hija, tiene derecho al porcentaje del 50% de la asignación de retiro de su extinto padre, no solamente porque a la fecha es la única hija, además por es un derecho de acrecer derivado de sus hermanos, a los cuales se les extinguió dicho derecho. El derecho de acrecer a le esposa surge cuando no extinga a todos los hijos. 

4. TRÁMITE.

Mediante auto de 9 de diciembre de 2015, se admitió la demanda (folio 38) y se dispuso su notificación personal a la entidad demanda, así como al Agente del Ministerio Público, y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado; se fijo fecha de audiencia inicial por auto del 24 de octubre de 2016 (folio 45) la cual se llevo acabo el día 16 de noviembre de 2016 (folio 48) donde se ordeno vincular a la señora OFELIA INES ROMAN DE GALLEGO como Litisconsorte Necesario y se dispuso la notificación personal y emplazamiento (folios 168 a 173), nombrando curador ad-litem, quien se posesiono en debida forma (folios 174 a 175). 

Continuando con el trámite una vez vencido el termino de contestación, sin excepciones; se fijó fecha para la audiencia inicial mediante auto del 21 de marzo de dos mil diecinueve (2019) (artículo 180 de la Ley 1437 de 2011), para el día 8 de mayo de 2019, diligencia que se llevó a cabo, fijando el problema jurídico e incorporando pruebas y se procedió a dar traslado para alegar y emitir sentencia por escrito de conformidad con el inciso último del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 
5. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA

5.1. CASUR: como parte demandada no contesto la demanda. 

5.2 Litisconsorte necesario - señora OFELIA INES ROMAN DE GALLEGO: refiere el CURADOR ADLITEM en cuanto los hechos refiere que se prueben para tener certeza de lo invocado; refiere el concepto de violación en el disímil de interpretación normativa que regula la pensión por sustitución y el derecho al acrecimiento de las cuotas asignadas a los derechohabientes entre sí. No presenta excepciones. 
1. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

PARTE DEMANDANTE: Dentro del término, la parte actora no presentó los alegatos. 
PARTE DEMANDADA CASUR: Solicita se nieguen las pretensiones de la demanda.

Litisconsorte necesario – Responde el Curador Ad-litem de la señora OFELIA INES ROMAN DE GALLEGO: Ratifica la contestación, especifica que el acápite ha sido interpretado por Casur como que hay acrecimiento de los hijos entre sí, pero en concurrencia con la cónyuge y no solamente entre ellos de manera exclusiva. Que para el caso a medida que se excluye uno de los hijos, su porción es dividida entre la cónyuge supérstite (50%) y el restante (50%) entre los hijos que aun conservan su derecho. Solicita el desestimatorio del fallo.
MINISTERIO PÚBLICO: No emitió concepto al respecto.
II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

A. EL PROBLEMA JURÍDICO:

Le corresponde al Despacho resolver si se ajustan o no a derecho los actos administrativos atacados, estos son los oficios n° GST – SDP 1792 2013 del 22 de agosto de 2013 y No. 232.14 del 5 de febrero de 2014, mediante los cuales se negó la solicitud de la demandante, relacionada con el acrecimiento y reajuste de la porción de la sustitución de la asignación mensual de retiro que le corresponde. O si por el contrario la prestación fue reconocida y pagada correctamente.
Derivado del eventual éxito de las pretensiones relativas a la legalidad de los actos acusados, deberá el Despacho resolver sobre las pretensiones resarcitorias solicitadas en la demanda.
B. PRESUPUESTOS PROCESALES:

Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 2º artículo 155 y en el numeral 3 artículo 156 del CPACA.  
- Legitimación: No existe duda pues ambas partes acuden en ejercicio del derecho de postulación; encontrándose legitimado por ACTIVA el demandante al considerarse afectado con el acto administrativo atacado y por PASIVA, la entidad accionada pues es quien expide la actuación e integración del Litisconsorte necesario. Además, ambas partes actúan en ejercicio del derecho de postulación a través de sus apoderados judiciales y curador Ad-Litem debidamente constituidos. 

-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 166 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: La figura no opera para el caso concreto, pues se trata de prestaciones periódicas que no son objeto de caducidad, ya que se pueden pedir en cualquier tiempo (art. 164 del CPACA.)
- Agotamiento de los recursos.  Se encuentran debidamente agotados, conforme lo establecen los artículos 74 y S.s. y 161 del CPACA.
C. MARCO JURÍDICO.

BENEFICIARIOS PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES O LA SUSTITUCIÓN PENSIONAL CONFORME A LA LEY 100 DE 1993.

Los beneficiarios, el orden y la distribución, lo regula el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 quien señaló tres grupos de beneficiarios que, funcionan bajo la misma dinámica de los órdenes sucesorales. Es decir, que mientras haya algún beneficiario de cada orden no puede pasarse a los órdenes siguientes. 

 “ARTICULO 47. (Modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003). BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:

a. En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite (…);

b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite (…);

c) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios (…); y, los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, esto es, que no tienen ingresos adicionales, mientras subsistan las condiciones de invalidez. Para determinar cuándo hay invalidez se aplicará el criterio previsto por el artículo 38 de la Ley 100 de 1993;

d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente (…);

e) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían económicamente de éste. (…)”. (Énfasis añadido).”.

De acuerdo con la norma transcrita se puede observar que el primer grupo lo constituyen el cónyuge; compañera o compañero permanente y los hijos. En caso de que haya cónyuge; compañera o compañero permanente, y no concurrieran hijos con derecho, la totalidad de la prestación pensional correspondería al cónyuge; compañera o compañero permanente. 

Por otro lado, la Corte Constitucional en sentencias T-858 de 2014 y T-281 de 2016 preciso los requisitos que deben acreditarse cuando se pretenda el reconocimiento de la sustitución pensional de los hijos inválidos
, los cuales son: (i) la relación filial; (ii) la situación de discapacidad y que la misma hubiese generado pérdida de la capacidad laboral igual o superior al 50%; y (iii) la dependencia económica del hijo en situación de invalidez con el causante de la prestación.
Por ello, estos son los únicos requisitos que se pueden exigir para reconocer una pensión de sobrevivientes o el derecho a la sustitución pensional y no es procedente requerir otros.

Ahora bien, para lo que interesa a la presente causa, el literal “c” del artículo 47 señala que para determinar cuándo se presenta una situación de invalidez, se aplicará el criterio previsto por el artículo 38 de la misma norma. Éste establece que “se considera inválida la persona que (…) hubiere perdido el 50 % o más de su capacidad laboral” y este porcentaje de pérdida de capacidad laboral se debe calificar bajo los criterios del artículo 41 de la Ley 100 de 1993 (modificado por el artículo 142 del Decreto 019 de 2012, adicionado a su vez por el artículo 18 de la Ley 1562 de 2012) la cual prevé que, en una primera oportunidad las entidades que les corresponde determinar la pérdida de capacidad laboral, calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. 
En sentencias T-014 de 2012, T-350 de 2015 y T-366 de 2016, la Corte Constitucional, ha manifestado que la fecha de estructuración debe sustentarse en la historia médica, los exámenes clínicos y de ayuda diagnóstica, y puede ser anterior o corresponder a la fecha de calificación. 

Bajo este contexto y en sentencias T-043 de 2014 y T-475 de 2015, corresponde al operador judicial cuando se trata de asuntos que involucran personas que padecen enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas examinar (i) si encuentra los elementos de juicio que permiten establecer si la persona cumple los requisitos de acceso a la pensión; o si se debe optar por (ii) disentir de la fecha establecida en el dictamen de calificación de invalidez porque existen inconsistencias que no permiten determinar con certeza la pérdida de capacidad laboral de forma permanente y definitiva del afiliado, pues no corresponde a la situación médica y laboral de la persona.  

Nuestro órgano de cierre en sentencia del 10 de octubre del 2013. M.P. Gustavo Eduardo Gomez Aranguren, radicado nº 25000-23-25-000-1997-03631-01(1199-12, señaló respecto de la sustitución pensional lo siguiente: 

“La jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana ha establecido la siguiente línea en relación con el derecho a la sustitución pensional
:

· El derecho a la sustitución pensional goza de una naturaleza fundamental, en la medida en que configura un medio de garantía de otros derechos con claro reconocimiento constitucional, pues está contenido dentro de valores tutelables como el derecho a la vida, a la seguridad social, a la salud y al trabajo
.

· La sustitución pensional tiene como finalidad evitar que las personas allegadas al trabajador y beneficiarias del producto de su actividad laboral queden en el desamparo o la desprotección por el simple hecho de su fallecimiento
. Se trata de un mecanismo de protección de los familiares del pensionado ante el posible desamparo en que pueden quedar por razón de su muerte, pues al ser beneficiarios de su mesada pensional, dependen económicamente de la misma para su subsistencia.

·  El bien jurídico tutelable en el derecho prestacional a una sustitución pensional lo constituye la familia, como núcleo e institución básica de la sociedad (artículo 5º y 42 superiores), sin importar la forma de su configuración, debe ser amparada íntegramente y sin discriminación alguna. El vínculo constitutivo de la familia – matrimonio o unión marital de hecho – es indiferente para efectos del reconocimiento de este derecho
.

· Todas las prerrogativas, ventajas o prestaciones y también las cargas y responsabilidades que el sistema jurídico establezca a favor de las personas unidas en matrimonio son aplicables, en pie de igualdad, a las que conviven sin necesidad de vínculo formal
. Así, los derechos a la seguridad social, dentro de los cuales está la pensión de sobrevivientes, comprenden a cónyuges e hijos.
Bajo la misma línea, El Consejo de Estado definió la sustitución pensional así
: 

“… es el derecho que tienen una o varias personas para ser beneficiarios de la prestación social de que era acreedora otra persona que ya falleció. No se trata en consecuencia del reconocimiento de un derecho pensional, sino de la legitimación que se debe acreditar para reemplazar a quien venía percibiéndolo, es decir, el derecho que ha estado radicado en el trabajador como titular de la pensión, pasa por el hecho de su muerte a sus causahabientes.”

Entonces, la sustitución pensional es precisamente el derecho que le asiste a una persona de gozar la prestación económica que otra recibía, por lo cual no se trata de un reconocimiento pensional sino de la legitimación para reemplazar a quien fungía como su titular.

Como fundamento normativo podemos citar las siguientes disposiciones constitucionales:

Artículo 48. “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 

El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la Ley. 

…

"Para adquirir el derecho a la pensión será necesario cumplir con la edad, el tiempo de servicio, las semanas de cotización o el capital necesario, así como las demás condiciones que señala la ley, sin perjuicio de lo dispuesto para las pensiones de invalidez y sobrevivencia. Los requisitos y beneficios para adquirir el derecho a una pensión de invalidez o de sobrevivencia serán los establecidos por las leyes del Sistema General de Pensiones". 

…

La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley.  …”

Artículo 42. “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.

El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables. 

(…)”

Artículo 13. “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”.

Al tenor del artículo 48 Superior la seguridad social es un servicio público y un derecho de carácter irrenunciable. 

En parte esa disposición ha sido desarrollada por la Ley 100 de 1993 "Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones", 

Previendo las posibles discrepancias que se suscitaran entre cónyuge e hijos del pensionado por la legitimación a suceder la prestación se expidió la Ley 1204 de 2008
. El artículo 6 que señala:  

“Artículo 6°. Definición del derecho a sustitución pensional en caso de controversia. En caso de controversia suscitada entre los beneficiarios por el derecho a acceder a la pensión de sustitución, se procederá de la siguiente manera:

Si la controversia radica entre cónyuges y compañera (o) permanente, y no versa sobre los hijos, se procederá reconociéndole a estos el 50% del valor de la pensión, dividido por partes iguales entre el número de hijos comprendidos. El 50% restante, quedará pendiente de pago, por parte del operador, mientras la jurisdicción correspondiente defina a quién se le debe asignar y en qué proporción, sea cónyuge o compañero (a) permanente o ambos si es el caso, conforme al grado de convivencia ejercido con el causante, según las normas legales que la regulan. Si no existieren hijos, el total de la pensión quedará en suspenso hasta que la jurisdicción correspondiente dirima el conflicto.
Si la controversia radica entre hijos y no existiere cónyuge o compañero (a) permanente que reclame la pensión, el 100% de la pensión se repartirá en iguales partes entre el total de hijos reclamantes, pero solo se ordenará pagar las cuotas que no estuvieran en conflicto, en espera a que la jurisdicción decida. Si existe cónyuge o compañero (a) permanente se asignará el 50% a este o estas(os) y sobre el 50% correspondiente a los hijos se procederá como se dispuso precedentemente.” Negrilla intencional
Por todo lo anterior, se concluye entonces que tanto la Corte Constitucional como nuestro órgano de cierre coinciden en afirmar que si existe cónyuge o compañero (a) permanente se asignará el 50% a este y sobre el 50% correspondiente a los hijos.

BENEFICIARIOS DE LA SUSTITUCIÓN PENSIONAL 

Al señor URIEL DE JESUS GALLEGO DIAS le fue reconocida una asignación de retiro efectiva a partir del 30 de enero de 1982, el 29 de noviembre de 1985 murió, estando en goce de dicha prestación; de ahí que la procedencia de la sustitución de la asignación de retiro se efectuó a la cónyuge supérstite en un 50% y a 6 hijos el 50% restante, de conformidad con el decreto 2062 de 1984 vigente a la fecha del fallecimiento. 
Decreto 2062 de 1984 Artículo 175 y 176 y Decreto 1212 De 1990 Artículo 173 y 174, respectivamente consagran en su literalidad la misma disposición. 
Artículo 175. Orden de beneficiarios. Las prestaciones sociales por causa de muerte de un Oficial o Suboficial de la Policía Nacional en servicio activo o en goce de asignación de retiro o pensión se pagarán según el siguiente orden preferencial: 
  

a) La mitad al cónyuge sobreviviente y la otra mitad a los hijos del causante, en concurrencia éstos últimos en las proporciones de ley; 

  

b) Si no hubiere cónyuge sobreviviente la prestación se dividirá por partes iguales entre los hijos; 

  

c) A falta de hijos las prestaciones corresponden al cónyuge; (…)

Artículo 176. Extinción de pensiones. A partir de la vigencia del presente decreto, las pensiones que se otorguen por fallecimiento de un Oficial o Suboficial de la Policía Nacional en servicio activo o en goce de asignación de retiro o pensión policial, se extinguirán para el cónyuge si contrae nuevas nupcias y para los hijos por muerte, matrimonio, independencia económica, o por haber llegado a la edad de veintiún (21) años, salvo las hijas célibes, los hijos inválidos absolutos, los estudiantes hasta la edad de veinticuatro (24) años, cuando hayan dependido, económicamente del Oficial o Suboficial. 
  

La extinción se irá decretando a partir de la fecha del hecho que la motive y por la cuota parte correspondiente. 

  

La porción del cónyuge acrecerá a la de los hijos y la de éstos entre sí, y a la del cónyuge. En los demás casos no habrá derecho a acrecimiento. 

(…)

Decreto 4433 de 2004

ARTÍCULO 11. Orden de beneficiarios de pensiones por muerte en servicio activo. Las pensiones causadas por la muerte del personal de Oficiales, Suboficiales y Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares, Oficiales, Suboficiales, miembros del Nivel Ejecutivo y Agentes de la Policía Nacional, y Alumnos de las escuelas de formación, en servicio activo, serán reconocidas y pagadas en el siguiente orden:

11.1 La mitad al cónyuge o compañero (a) permanente sobreviviente y la otra mitad a los hijos menores de 18 años e hijos estudiantes mayores de 18 años y hasta los 25 años si dependían económicamente del causante al momento de su muerte, siempre y cuando acrediten debidamente su condición de estudiantes y a los hijos inválidos si dependían económicamente del causante.
11.2 Si no hubiere cónyuge o compañero (a) permanente sobreviviente, la pensión corresponderá íntegramente a los hijos menores de 18 años e hijos estudiantes mayores de 18 años y hasta los 25 años, siempre y cuando acrediten debidamente su condición de estudiantes y a los hijos inválidos, si dependían económicamente del causante.

11.3 Si no hubiere hijos, la pensión corresponderá la mitad al cónyuge o compañero (a) permanente sobreviviente, y la otra mitad en partes iguales, para los padres que dependían económicamente del causante.

11.4 Si no hubiere cónyuge o compañero (a) permanente sobreviviente, ni hijos, la prestación se dividirá entre los padres, siempre y cuando dependieran económicamente del causante.

11.5 Si no hubiere cónyuge o compañero (a) permanente sobreviviente, ni hijos, ni padres, la pensión le corresponderá previa comprobación de que el causante era su único sostén, a los hermanos menores de dieciocho (18) años o inválidos.

La porción del cónyuge acrecerá a la de los hijos y la de estos entre sí y a la del cónyuge, y la de los padres entre sí y a la del cónyuge. En los demás casos no habrá lugar a acrecimiento.

PARÁGRAFO 1°. Para efectos de este artículo el vínculo entre padres, hijos y hermanos será el establecido en el Código Civil, y la calificación de la invalidez de los beneficiarios, será acreditada con fundamento en las normas del Sistema de Seguridad Social Integral que regulan lo concerniente a la determinación de dicho estado.

(…)”

D. CASO CONCRETO Y PRUEBAS ALLEGADAS Y PRACTICADAS:
- Del fallecimiento del Causante:

En los antecedentes administrativos obrantes en CD a folio 188, se encuentra copia del registro de defunción de GALLEGO DIAZ URIEL DE JESUS, en el que consta que falleció el 29 de noviembre de 1985.
-De la sustitución pensional

En los antecedentes administrativos obrantes en CD a folio 188, se encuentra la Resolución n°3866 del 1982, en cuyo contenido se lee el reconocimiento de la asignación de retiro al señor URIEL DE JESUS GALLEGO DIAZ efectiva a partir del 30 de enero de 1982; de ahí que la procedencia de la sustitución de la asignación de retiro se efectuó a la cónyuge supérstite en un 50% y a 6 hijos el 50% restante, de conformidad con el decreto 2062 de 1984 vigente a la fecha del fallecimiento. 

A folios 28 a 33, se observa dictamen de invalidez a beneficiarios, expedida por la Policía Nacional, dirección de sanidad área de medicina laboral, quien le califica a la señora Paula Andrea Gallego Botero una perdida de capacidad laboral del 66.63%, estructurada desde la Infancia por parálisis cerebral espática, hemiplejia derecha espástica, retraso mental leve. 
Igualmente se observa en los antecedentes administrativos el retiro de la asignación de retiro de los 5 hijos restantes. 
Se deja presente, que la entidad accionada reconoce como beneficiara a la Cónyuge supérstite señora OFELIA INES ROMAN DE GALLEGO y a la señora PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO en calidad de hija con pérdida de capacidad laboral del 66.63%, dependientes económicamente del causante. Subsistiendo como beneficiarias de la asignación de retiro la cónyuge supérstite e hija.
La entidad demandada acrecentó y liquido como se observa en los actos acusados a folio 14 y 16 del expediente, así:

Acto n° GST-SDP 1792 del 22 de agosto de 2013 “En atención al escrito de la referencia, le informo que revisado el expediente administrativo del señor Sargento Segundo (f) GALLEGO DIAZ URIEL DE JESUS, se constató que el reconocimiento de la sustitución de asignación mensual de retiro se  efectuó a la cónyuge supérstite y a seis (6) hijos, entre ellos su hija PAULA ANDREA  GALLEGO BOTERO; la distribución se dio de conformidad con el Decreto 2062 de 1984,  vigente para la fecha de fallecimiento del titular de la prestación, valga decir para el 29-11-1985, norma que ordena reconocer el 50% para la cónyuge y el restante 50% para los 6 hijos, correspondiéndole el 8.33% a su hija; cabe destacar que de esa época a la  actual se han extinguido las cuotas pensionales de los demás beneficiarios,  acreciéndose a los demás beneficiarios, de conformidad con lo ordenado por las normas  vigentes para las fechas en que se han realizado las extinciones y acrecimientos;  encontrándose la prestación en la actualidad distribuida de la siguiente manera: el  77.43% para la señora OFELIA INES ROMAN DE GALLEGO y el restante 22.57% para su hija PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO.” negrita intencional

Acto n°232.14 del 5 de febrero de 2014 “En atención al escrito de la referencia, le informo que revisado el expediente administrativo del señor Sargento Segundo ( f ) GALLEGO DÍAZ URIEL OE JESÚS, nuevamente le informo que la distribución se realiza de acuerdo a la normatividad vigente para cada hecho que así lo genere, como se le había indicado al momento del reconocimiento de la prestación es decir, para el 29-11-1985, encontrándose la prestación en la actualidad distribuida de la siguiente manera: el 77.43% para la señora OFELIA INÉS ROMAN DE GALLEGO y el restante 22 para su hija PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO, para el efecto me permito transcribir el Artículo respectivo del Decreto 4433 de 2004, el cual establece que: Artículo 11.(…)”
Por consiguiente, se observa que lo planteado por CASUR no encuadra en la causal del literal a) del artículo 175 y 176 del decreto 2062 de 1984 y/o Decreto 4433 de 2004 articulo 11 – 11.1, porque, en el fondo, lo discutido es que la forma de acrecimiento reconocida en a favor de la señora OFELIA INES ROMAN DE GALLEGO lo cual excede lo debido de acuerdo con la ley, por cuanto dicho acrecimiento corresponde es entre los hijos del señor Uriel de Jesús Gallego Diaz.
Se tiene entonces que la controversia radica en determinar la interpretación del acrecimiento de la sustitución pensional, texto que indica “La porción del cónyuge acrecerá a la de los hijos y la de éstos entre sí, y a la del cónyuge. En los demás casos no habrá derecho a acrecimiento”. 
Normativa a la luz de los Decreto 2062 de 1984 Artículo 175 y 176 y demás normas posteriores que regulan de igual forma los beneficiarios, tales como el Decreto 1212 De 1990 Artículo 173 y 174, literal c) del artículo 47 de la Ley 100 de 1991 y Decreto 4433 de 2004 Artículo 11 y en consecuencia el porcentaje correspondiente a cada beneficiario. 
Para ello, entre la normativa vigente y aplicable al caso, se tiene la ley 1204 de 2008, articulo 6 que resuelve la disputa o controversia del presente caso, asi: 

Artículo 6: “(…)

Si la controversia radica entre hijos y no existiere cónyuge o compañero (a) permanente que reclame la pensión, el 100% de la pensión se repartirá en iguales partes entre el total de hijos reclamantes, pero solo se ordenará pagar las cuotas que no estuvieran en conflicto, en espera a que la jurisdicción decida. Si existe cónyuge o compañero (a) permanente se asignará el 50% a este o estas(os) y sobre el 50% correspondiente a los hijos se procederá como se dispuso precedentemente.”
La norma transcrita, en lo que interesa al presente asunto, dispone que, una vez expirado el derecho pensional por sustitución de uno de los beneficiarios, su parte acrecerá la porción que le corresponde a los beneficiarios del mismo orden.

Por consiguiente, la interpretación de la norma en este caso referente al derecho a la sustitución pensión de los hijos se extingue
 por muerte, matrimonio, independencia económica, o por haber llegado a la edad de veintiún (21) años, salvo las hijas célibes, los hijos inválidos absolutos, los estudiantes hasta la edad de veinticuatro (24) años, cuando hayan dependido, económicamente del Oficial o Suboficial
 
Al mismo tiempo conforme a lo dispuesto en el literal A del artículo 15 del Decreto 2062 de 1984, Decreto 4433 de 2004 Artículo 11 y ley 1204 de 2008 articulo 6 - transcritos, el porcentaje correspondiente a cada hijo fue del 8.33%
 cuota parte de 6 hermanos, para un total del 50%, quienes al perder o extinguirse el derecho se debió acrecer la porción del beneficiario del mismo orden, esto es, la de los hijos del causante que estuvieran gozando de la asignación pensional por sustitución a quien también la entidad recurrente le había reconocido el derecho, en su calidad de hijo. 

En esas condiciones, esta Falladora advierte que el acrecimiento de la sustitución pensional en un 27.43% correspondiente a la porción de los hijos de Uriel de Jesús Gallego Diaz (QEDP) que fue reconocida por CASUR a favor de la cónyuge Ofelia Inés Román de Gallego, excede la cuantía de la sustitución pensional que legalmente le correspondía a esta última pues, se reitera, esa porción, acrecía la cuota de Paula Andrea Gallego Botero en calidad de hija, conforme al Decreto 2062 de 1984 Artículo 175 y 176 y demás normas posteriores que regulan de igual forma los beneficiarios, tales como el Decreto 1212 De 1990 Artículo 173 y 174, literal c) del artículo 47 de la Ley 100 de 1991, Decreto 4433 de 2004 Artículo 11 y Ley 1204 de 2008 articulo 6.

Se observa en los antecedentes administrativos a folio 188 CD pagina 677 que dicha irregularidad se presenta desde el año 1996.

La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que esta clase de conflictos se tornan en una cuestión de naturaleza constitucional, cuando de la negativa en el otorgamiento de la sustitución pensional se ven afectados de manera directa los derechos fundamentales de los beneficiarios del causante, en especial, el derecho al mínimo vital.
El fin al solicitar la sustitución pensión, era la de suplir la ausencia del apoyo económico que brindaba el pensionado al grupo familiar y por consiguiente evitar que su deceso se traduzca en un cambio sustancial de las condiciones mínimas de subsistencia de las personas que se hallaban a su cargo.
Igualmente se tiene que el actor tramito ante la Jurisdicción voluntaria el proceso de interdicción de PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO ante el despacho de la Sala Civil Familia Del Tribunal Superior De Antioquia, radico del Tribunal 2006-00194, datos del proceso 05615318400120050028401.
Por lo tanto y teniendo en cuenta el acervo documental probatorio, las cuales no fueron tachadas y que esta judicatura le da pleno valor para acreditar las pretensiones y el fundamento fáctico, se establece que los actos expedidos por CASUR carece de legalidad en virtud a lo aquí probado e interpretado en asuntos de acrecimiento. 
De conformidad con el marco jurídico y jurisprudencial aportado con la demanda y el reseñando en el acápite de las consideraciones, se tiene que PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO tiene derecho al total del acrecimiento causado por la extinción de los derechos pensionales asignados a sus hermanos. Es así, como esta Judicatura encuentra acreditados los supuestos de hecho que le da derecho al reconocimiento y pago de la sustitución de la asignación mensual de retiro en calidad de hija
 del señor Uriel de Jesús Gallego Diaz en un porcentaje correspondiente al 50% de la asignación mensual y al existir cónyuge se asignará el 50%.
En esas circunstancias resulta claro que, siendo el hecho dañino del derecho de acrecimiento imputable a la entidad estatal, la víctima no tiene por qué soportar la afectación o pérdida de ese interés jurídicamente protegido. Por ello se condenará a CASUR a reconocer y pagar la prestación de sustitución de la asignación de retiro deprecada en un 50%, en favor de PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO en calidad de hija mientras cumpla con los requisitos de ley.
En razón al acrecimiento, deberá disponerse el reajuste y pago de la asignación de retiro del demandante, en tanto se pudo comprobar que la Entidad no aplicó la fórmula de la manera prevista en la Ley para los conceptos anteriormente relacionados. Adicionando los porcentajes correspondientes a las diferencias que existen entre lo cancelado y lo que debió cancelar.

Las sumas adeudadas correspondientes al reajuste de la asignación de retiro, serán ajustadas en los términos del artículo 187 y 192 del C.P.A.C.A. y se indexarán los valores conforme a la siguiente fórmula:

R= Rh x Índice final

Índice inicial

Según la cual el valor presente de la condena (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es lo dejado de percibir por el demandante, por concepto de reajuste de la asignación de retiro, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE, vigente a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, por el índice inicial, vigente a la fecha en que se causaron las sumas adeudadas.

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente, mes por mes, para cada uno de los reajustes pensionales, teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de la causación de cada una de ellas.

Se ordenará el pago retroactivo de las sumas que resulten a deberse.

Se deberá dar cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 192 y siguientes del CPACA.

Prescripción
En relación al tema de prescripción de las mesadas pensionales, estima el Despacho que debe aplicarse el término previsto en el artículo 157 del Decreto 2062 de 1984 y artículo 155 del decreto 1212 de 1990, vigente al momento del reconocimiento pensional, el cual establece que las mesadas de la asignación de retiro allí reguladas prescriben en cuatro (4) años contados a partir de la fecha en que se hicieron exigibles.

Así las cosas, se advierte que en el presente caso operó dicho fenómeno, en la medida en que transcurrieron más de cuatro (4) años entre la fecha en que le fue reconocida al demandante la asignación de retiro cuyo reajuste solicita, y la fecha en que el accionante elevó las respectivas solicitudes de reajuste y acrecimiento, radicada el 12 de junio del año 2013 (CD fl 188, página 616 a 618).

De ahí que deba efectuarse el reajuste pensional que en esta providencia se ordena desde la fecha en que se reconoció el derecho pensional, y pagarse las sumas correspondientes desde el 12 de junio de 2009 inclusive, las mesadas anteriores a esta fecha se encuentran prescritas.

E. Condena en Costas El artículo 188 del CPACA señala que en la sentencia se dispondrá sobre la condena en costas, a menos que se trate de un asunto de interés público, dándole el trámite consagrado para tal efecto en el Código General del Proceso, artículo 365, numeral 1º. Establece que habrá de condenarse en costa a la parte vencida en el proceso.
En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A:

PRIMERO: DECLARAR la nulidad del oficio N° GTS –SDP 1792 del 22 de agosto del 2013 y oficio n° 232.14 del 5 de febrero de 2014 por medio del cual negó la solicitud de acrecer y/o reajustar pensión por sustitución de PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO identificada con cedula de ciudadanía nº 39.452.116, en un porcentaje total del 50%. 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, y a título de Restablecimiento del Derecho se ORDENA a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL - CASUR, efectuar el acrecimiento y reliquidación de la pensión por sustitución de la asignación mensual de retiro de PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO identificada con la C.C Nº 39.452.116, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2062 de 1984 Artículo 175 y 176 y Decreto 4433 del 2004 articulo 11, esto es, el 50% en calidad de hija y el otro 50% le corresponde a la cónyuge del causante, según la parte motiva.
TERCERO: a título de Restablecimiento del Derecho se CONDENA a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL – CASUR A PAGAR las diferencias que resulten de la re-liquidación del acrecimiento, el cual consiste en ajustar y pagar las diferencias entre lo cancelado y lo que debió pagar, según la parte motiva; desde el 12 de junio de 2009 inclusive, las mesadas anteriores a esta fecha se encuentran prescritas. Los pagos aquí ordenados deberán ser ajustados de acuerdo con la fórmula indicada en la parte motiva de este proveído. Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente mes por mes, para cada mesada de reajuste pensional, teniendo en cuenta que índice inicial es el vigente al momento de causación de cada uno de ellos.
CUARTO: Se condena en costas a la parte demandante, de conformidad con lo previsto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, en armonía con el artículo 365 del Código General del Proceso. Se fijan como agencias en derecho la suma equivalente a DOSCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS ($250.000).

QUINTO: Désele cumplimiento a la sentencia en los términos del inciso 4 del artículo 187 y los artículos 192 a 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

SEXTO: La presente decisión se notificará conforme lo dispone el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011 y contra la misma, procede el recurso de apelación, en el efecto suspensivo, ante el Honorable Tribunal Administrativo de Antioquia, el cual podrá interponerse y sustentarse dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 247 del C.P.A.C.A. Advirtiendo que conforme al acuerdo PCSJA20-11549 7/05/2020 “por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplia sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad publica y fuerza mayor”; los términos para su control o apelación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo superior de la Judicatura lo disponga. 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE,

ORIGINAL FIRMADA
OMAIRA ARBOLEDA RODRÍGUEZ

JUEZ
� La sentencia C-458 de 2015 declaró exequible dicha expresión.


� Los argumentos que a continuación se resumen fueron tomados íntegramente de la sentencia T-1103 de 23 de agosto de 2000, M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� Sentencia T-173 de 1994.


� Sentencia T-190 de 1993.


� Ibídem.


� Sentencia T-553 de 1994.


� Consejo de Estado sección segunda M.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila 30 de agosto de 2012.


� Por la cual se modifican algunos artículos de la Ley 44 de 1980 y se impone una sanción por su incumplimiento. 


� Articulo 176 Decreto 2062 de 1984


� Bis


� El señor GALLEGO DIAZ URIEL DE JESUS se le reconocieron 6 hijos, quienes son: Alberto León, Uriel José, Sandra Milena Gallego, John Jairo Gallego Román, Paula Andrea y Viviana Janeth Gallego Botero.


� PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO con pérdida de capacidad laboral del 66.63%
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Demandante:
ANA CECILIA BOTERO ARROYAVE actuando en REPRESENTACION de su hija PAULA ANDREA GALLEGO BOTERO
Demandada:
CASUR
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